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UNA CUESTIÓN VIGENTE: LA EXIGIBILIDAD 
COMO PRESUPUESTO DE LA CULPABILIDAD
Vladimir Rodríguez Sanabria
La situación del principio de culpabilidad 
El principio de culpabilidad posibilita al Estado aplicar una sanción por interme-
dio de la Rama Judicial penal; luego, dicho principio ha de responder a la forma 
que proyecta el respectivo Estado. En nuestra tradición occidental, un Estado 
social y democrático de Derecho no podría permitir que sus ciudadanos fueran 
juzgados y condenados conforme a una responsabilidad exclusiva de carácter 
objetivo, pues las reglas de esa forma de Estado exigen que también se haga el 
análisis subjetivo del imputado, en orden a denotar si actuó con culpabilidad en 
alguna de sus manifestaciones (imprudencia, dolo). 
Con el paso del tiempo, la relevancia práctica del principio de culpabilidad 
ha ido decayendo. En efecto, la tendencia de las legislaciones procesales penales 
a soluciones negociadas del conflicto social, aplicaciones de principio de oportu-
nidad, aceptación de cargos y otras formas de terminar el proceso penal por una 
vía diferente al juicio oral han sido fundamentos de la sanción y dejan de lado el 
aspecto basilar de la culpabilidad en el momento de imponer la pena.
Si no existe debate en el proceso, no puede afirmarse que la culpabilidad queda 
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de la voluntad del encartado y no una comprobación surgida producto de una 
argumentación del fallador95. 
Además de lo anterior, las necesidades preventivo-generales de la pena enfo-
cadas en la vigencia de las normas con una fuerte base determinista (posibilidad 
de comportarse de otro modo) han conducido a que los debates jurídicos surjan en 
el ámbito de punibilidad, pues, al parecer, el medidor de esta categoría reposa so-
bre la fidelidad a la norma de cualquier ciudadano; se olvida la situación concreta 
del sujeto o, por lo menos, la posibilidad de introducir la libertad de la voluntad 
como categoría para fundamentar un reproche penal96. 
La importancia de la culpabilidad, otrora pilar del juicio de responsabilidad 
penal, se ha visto desvanecida, bien sea por la discusión acerca de la prevalencia 
de la vigencia de la norma o por establecer la sanción que se debe aplicar. Si esto 
es así, la función límite del principio de culpabilidad cede su fuerza restrictiva 
frente a la prevención e intimidación del control social ejercido por la facultad 
punitiva estatal97.
Dada esta situación, es urgente dotar al principio de culpabilidad de unos 
presupuestos que nos lleven a la esfera de la libertad del ser humano que vive en 
la realidad y cuyos medidores no sean los normativos. Esta perspectiva trata la 
culpabilidad como un asunto de actuar del sujeto conforme a una reglamentación 
y evade el presupuesto del concepto de culpabilidad que es la libertad de voluntad 
en el plano de la realidad individual (Schünemann, 2002). 
Surge como cuestión apremiante la búsqueda de un contenido del principio 
de culpabilidad que pueda constituirlo como el límite de la facultad punitiva esta-
tal y, desde luego, como fundamento de la sanción penal. La respuesta no puede 
ser ligera y, por eso mismo, comenzar por ilustrar la posición, las expectativas del 
95 Esta es la preocupación de Hassemer (1999) cuando señala: “Pero cuando la pena no parece una respuesta 
adecuada a la culpabilidad, hay instituciones como la dispensa de la pena, la amonestación con reserva de pena, 
las amplias facultades para sobreseer tempranamente el proceso penal, que en el moderno derecho penal permiten 
desconectar la pena de la culpabilidad o que incluso impiden pronunciar un veredicto de culpabilidad” (p. 100).
96 “Actualmente es dominante entre los penalistas la tranquilizadora tesis de que se puede prescindir de la discu-
sión en torno de la libertad de la voluntad sin poner en peligro la vigencia del principio de culpabilidad. Esta tesis ha 
conducido a que el contenido del juicio de culpabilidad se haya evaporado: si antes se medía de buena fe todavía la 
culpabilidad del delincuente por su poder individual para actuar de otro modo, es decir, por las posibilidades fácticas 
de este hombre en su situación; ahora tras el fuego cruzado de la crítica determinista, se ha restringido al criterio 
del poder general para actuar de otro modo” (Hassemer, 1999, p. 101). 
97 Las políticas criminales de intimidación y prevención sobrepasan la limitación que podría imponerles el principio 
de culpabilidad (Hassemer, 1999, p. 102).







ciudadano y lo que se espera de este mismo dentro de la dinámica de un Estado 
social y democrático de Derecho es el primer paso en la consecución del conte-
nido de la culpabilidad. 
Ello es así en cuanto estamos inscritos dentro de esta forma de Estado y los 
demás poderes, entre ellos el Judicial, tendrán que ser correspondientes con esta. 
Para un sector de la doctrina, esto ha permitido fundar el juicio de culpabilidad 
en la exigibilidad98. En esta manera, la “exigibilidad de la conducta humana” 
vendría a ser el presupuesto de la culpabilidad, pero no solo como una categoría 
cuyo fundamento provenga de una sistemática, sino de una categorización conse-
cuente con aquello que sea exigible para el ciudadano dentro de un Estado social 
y democrático de Derecho (Bustos y Hormazabal, 1997).
La exigibilidad, presupuesto de la culpabilidad en el Estado social y democrático 
de Derecho
Dicho lo anterior, nos centraremos en la cuestión de la “exigibilidad” desde la 
perspectiva del Estado social y democrático de Derecho. Mir Puig (1994) se-
ñala con acierto que la culpabilidad ha de conformarse de acuerdo con la 
imagen de Estado social y de Derecho de la que se parta. El autor plantea el concepto 
de motivación como fundamento de la culpabilidad (Mir Puig, 1994), es 
decir, la capacidad del sujeto de ser motivado por la norma penal, en particu-
lar, la normalidad de la motivación (Mir Puig, 1994) en tanto el sujeto esté en 
condiciones psíquicas de ser motivado por la norma; allí reside el fundamento de 
la culpabilidad dentro de un Estado social y democrático de Derecho (Mir Puig, 
1994). Quiere decir que la motivación está basada en la capacidad psíquica para 
atribuir un hecho penalmente relevante a una persona. 
Quedan por fuera aspectos de la realidad que también pueden pertenecer 
al ámbito de la culpabilidad, pues existen situaciones externas creadoras de si-
tuaciones de desigualdad que quiebran la uniformidad del concepto de sujeto 
motivable. Por esto, es importante tener en cuenta los derroteros que marca la 
98 Silva Sánchez (2002) señala: “Actúa culpablemente la persona a la que puede exigírsele el actuar conforme 
a las normas. El grado concreto de exigibilidad resultaría de la conflictiva puesta en relación, por un lado, de las 
necesidades preventivas, que abonarían el establecimiento de mayores niveles de exigencia, y, por otro lado, de 
los argumentos utilitaristas de intervención mínima, así como de los criterios humanitarios, garantísticos, en suma, 
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Constitución de un Estado social y democrático de Derecho en orden a denotar 
cómo se resuelven las situaciones de desigualdad para luego predicar la exigibili-
dad de comportamiento del ciudadano para justificar el reproche penal. 
Cabe preguntarse si, una vez garantizados los derechos fundamentales como 
consecuencia de los fines del Estado social y democrático de Derecho y si de 
existir una permanente política social de protección e inclusión social, podría el 
Estado exigir a sus ciudadanos comportamientos ajustados al orden jurídico. La 
respuesta sería afirmativa si las políticas públicas correspondieran en el plano 
social y llevaran a reafirmar el sentido de comunidad, de respeto por la norma, 
de la participación social, de hacer real y efectiva la igualdad y la libertad de los 
ciudadanos y de proteger a los débiles de los abusos. Si ello es así, el Estado está 
legitimado para conminar a las personas a tener comportamientos ejemplares.
Cuando no se llevan a cabo esas políticas sociales, el Estado no está en condi-
ciones de solicitar a sus ciudadanos conductas ajustadas a Derecho, puesto que la 
situación de desigualdad, de debilidad o de desequilibrio impide que sea motiva-
do por la norma y, más aún, cuando el escenario de desigualdad social, económi-
ca, política y social ha sido propiciado por el mismo Estado. Por esto, el problema 
de la culpabilidad no puede reducirse a una cuestión determinista, a una teoría del 
hombre medio o entenderse como la capacidad para decidirse por alguna opción, 
porque dichas teorías o maneras de abordar el problema de la culpabilidad olvi-
dan el contexto del ser humano en el Estado, es decir, no tocan el tema de cómo 
es la relación ciudadano-poder penal estatal.
Así pues, el problema de la culpabilidad no está en lo que cabe esperar del 
individuo, sino también en su relación con el Estado. Esta idea fue abordada por 
los tratadistas Juan Bustos y Hernán Hormazabal (1999), quienes pusieron el 
acento de la culpabilidad en la exigibilidad, cuya realidad está en la manera de 
interrelacionarse el Estado, el sistema social y el individuo y, claro está, de cómo 
ha sido la comunicación entre estos actores para poder exigir o no un reproche en 
el ámbito de la culpabilidad. Los citados autores señalan: 
En definitiva, lo que interesa es la persona responsable frente al sistema penal crimi-
nal. Ello significa que el sujeto pueda responder frente a tareas concretas que le exige 
el sistema. Luego responsabilidad implica exigibilidad. Esto es, se trata de qué es lo 
que puede exigir el sistema social, el Estado, en definitiva, de una persona en una si-
tuación concreta. Responsabilidad y exigibilidad son dos términos indisolublemente 







unidos. El Estado no puede exigir si no ha proporcionado o no se dan las condiciones 
necesarias para que la persona pueda asumir una tarea determinada por lo demás exi-
gida también por el sistema, por ejemplo, el respeto a la norma (p. 335).
Desde esta perspectiva, la culpabilidad queda abierta al sujeto en una relación 
social. El ser humano queda despojado de las ataduras de la abstracción teórica y 
puesto en un espacio y tiempo concretos en coexistencia con el Estado, la sociedad 
y los individuos, en donde se llevan a cabo todas las vivencias; por lo mismo, quiéra-
se o no, se descubre cómo ha sido o es la interacción entre sujetos y, a partir de esta, se 
observa la capacidad del Estado para instar a sus ciudadanos al respeto por la norma.
Quizá uno de los desaciertos actuales de la teoría de la culpabilidad reside en 
que su fundamento proviene del juicio de responsabilidad, entendido como aque-
llo a lo cual el sujeto está obligado a hacer dentro de una normatividad específica. 
Ello ha llevado a una absolutización, puesto que en el ámbito de la responsabili-
dad resulta lógico utilizar conceptos atemporales e indeterminados tendientes a 
cimentar un reproche de culpabilidad.
Planteamientos como los del “hombre medio” basado en una normalidad psí-
quica ha permitido imponer sanciones sobre la abstracción de la teoría de la cul-
pabilidad. Con lo anterior no se quiere decir que el Código Penal sea el llamado a 
precisar conceptos de culpa para cada caso, pero sí es urgente acercar el concepto 
de culpabilidad a los contextos en donde se ha ejecutado la presunta conducta 
criminal o, mejor aún, de añadirle unos elementos de circunstancialidad que legi-
timen, de manera real y efectiva, la imposición de la pena basada en el elemento 
de la culpabilidad. 
En este sentido, se dice que la culpabilidad no tiene su origen solo en el 
reproche al ciudadano justificado en su autonomía ética, sino también en que si 
el Estado tiene la facultad de imponerle la pena como una expresión normativa-
constitucional y también como un derecho que le asiste al Estado, en tanto ha sido 
proveedor de bienestar hacia sus ciudadanos.
La relación entre el Estado y el ciudadano
Si la cuestión estriba en la exigibilidad, es necesario observar el pilar que existe 
para que el ciudadano deba plegarse al mandato del Estado y la razón que le cabe 







Fundamentos contemporáneos del Derecho Público
En primer lugar, es necesario situarnos en un marco en el que sea posible exi-
gir y obedecer sin que medie la fuerza o la arbitrariedad y ello se corresponde con 
la idea de Derecho, es decir, un ámbito común por el cual los ciudadanos cumplan 
deberes y exijan derechos sin necesidad de soluciones distintas a las que ofrece el 
mismo ordenamiento jurídico. 
Como señala Bodenheimer (1994), el Derecho es un punto medio entre la 
anarquía y el despotismo; luego, la base de la exigencia y de la obediencia radica 
en el Derecho. En nuestra práctica jurídica, un Gobierno regulado por el imperio 
del derecho ha de suponer la protección y garantía de los derechos de la persona 
y, del mismo modo, los ciudadanos participarán y respetarán las políticas del 
Estado. Ello implica la idea de obediencia al sistema jurídico de un Estado capaz 
de satisfacer a sus ciudadanos y hacerse valer frente a sus gobernados, en tanto 
esté dispuesto para ello (Bodenheimer, 1994). 
Entonces, en la capacidad del Estado y en el Derecho como mediador de 
fuerzas que tienden a disgregar el poder o a concentrarlo de manera excesiva en 
un solo punto radica tanto la facultad para exigir, por parte del aparato estatal, así 
como el deber de obediencia, por parte del ciudadano. 
La facultad de exigibilidad y el deber de obediencia dependen tanto de 
la fuerza que tenga el Estado para coaccionar y fomentar sus políticas como de la 
eficacia que tenga el sistema jurídico para resolver conflictos y convertirse en el 
freno del ejercicio arbitrario de los derechos que les corresponden a los particu-
lares y aquellos que le pertenecen al Estado. Ello nos ubica en la perenne tensión 
que acompaña a la alianza Derecho-Estado en su histórica carrera por moldear 
la voluntad de los actores políticos y la de crear y promocionar derechos para el 
ciudadano. 
De ese mismo ámbito surgieron codificaciones que han regulado las relacio-
nes del poder político con los ciudadanos, cuyas categorizaciones se han pre-
sentado de acuerdo con el momento histórico y la filosofía política en boga. Es 
aquí en donde se sitúa la perspectiva que ha de tomarse cuando observamos que 
el problema de la exigibilidad de conductas para el ciudadano es, en últimas, el 
problema de la obediencia al Derecho99. 
99 Este es el problema central del Derecho, es decir, el porqué es obligatorio obedecer un conjunto de normas 
(Naucke y Herzer, 2008).







Si ello es así, entonces también es un problema que atañe al Derecho Penal, 
entendido como el problema de la obligatoriedad del ius puniendi estatal. No 
obstante, el tema está lejos de ser resuelto. En algunas ocasiones, no se pone 
en duda el tema de la obediencia; únicamente el Derecho existe, su base es la 
norma fundamental y sobre ella se asienta la legitimidad para demandar obe-
diencia. Así ocurre en el paradigma kelseniano100, por ejemplo e incluso otras 
esferas ni siquiera cuestionan este asunto, pues al fin y al cabo, todo parte de un 
entramado político, de la voluntad del gobernante y sería inútil enfrascarse en tal 
discusión101. 
Sea cual sea la dirección que se tome, lo cierto es que el cuestionamiento de 
la obligatoriedad persiste y con ello el de la exigibilidad de conductas ajustadas a 
Derecho por parte del ciudadano, so pena de ser castigado. La respuesta, creo yo, 
no puede venir arropada solo por una perspectiva de la teoría del Derecho, de la 
Política, de la Filosofía o aun de la Sociología. Quizá deba hacerse una revisión 
de aquello que materialmente legitima al Estado para imponer las normas y re-
querir obediencia a los ciudadanos, entendidos estos también en sus condiciones 
materiales. La labor es grande, pero de eso depende la legitimidad del Estado y, 
en consecuencia, de su sistema penal. 
Habrá que buscar algún argumento por el que el Estado pueda exigir y el ciu-
dadano obedecer. En nuestro tiempo se consolidó la relación Estado-Derecho por 
medio de la Constitución elaborada y promulgada por el pueblo o por sus repre-
sentantes elegidos de manera libre y voluntaria. La Constitución significa ahora 
el marco de las relaciones entre el Estado y el ciudadano. Por tanto, un punto de 
partida válido para analizar la exigibilidad está dado por la Constitución.
Lo primero es que si el punto de partida es el modelo de Estado social y de-
mocrático de Derecho establecido en la Constitución, entonces se supone la pro-
moción, el ejercicio y la vigencia de derechos y libertades para los ciudadanos. 
En contraprestación, al ciudadano le son exigidos unos deberes frente al Estado y 
100 La normatividad entendida como lo existente y obligatorio para el ciudadano y sin referencia a fundamentos 
metafísicos constituye el pilar de validez del Derecho. 
101 Esta es una posición extrema y contraria y también se le ha acusado de ninguna o escasa cientificidad; sin 
embargo, no deja de ser realista, en tanto no se puede ignorar el sustrato político que reside en la creación del 
Derecho y que, si bien en nuestra época la democracia y la normatividad aparecen como límites para la voluntad 
del gobernante, ello no ha alejado el peligro de la arbitrariedad, de la fuerza o del capricho del ejercicio político en 
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sus conciudadanos. Para que la anterior afirmación sea efectiva, ha de constatarse 
dentro de unas condiciones materiales que así lo permitan, o sea, los derechos 
fundamentales serán efectivos dentro de un Gobierno que lo facilite y que, por 
antonomasia, será aquel de carácter democrático. 
Desafortunadamente, en esta parte del hemisferio, las democracias han sido 
débiles, lo que ha impedido que las transformaciones sociales se logren de una 
manera pacífica y, en consecuencia, los derechos fundamentales tengan una re-
ducida vigencia práctica102. Ese estado de cosas conduce, por lo general, a una 
ausencia de políticas públicas, de un lado y, por el otro, a una condición de apatía 
o impasibilidad del ciudadano en relación con los deberes que tiene que cumplir. 
Aquí aparece el problema de la relación Estado-ciudadano, que se define como 
un vínculo en el que no hay una reciprocidad derecho-deber y cuyos cimientos 
no son muy fuertes. Tal vez por esto la prevención general, el exceso de tipos 
penales y las penas altas constituyen el verdadero marco al que se debe enfrentar 
la culpabilidad como principio regulador del poder penal estatal.
La cuestión de la exigibilidad como sustento de la culpabilidad ancla su ex-
plicación en la problemática relación Estado-ciudadano y, si esa relación tiene 
fisuras, ello tendrá consecuencias en la aplicación del ius puniendi estatal, en 
nuestro caso, en aquello que pueda exigir el Estado a sus ciudadanos como pre-
supuesto de culpabilidad. 
El análisis de esta relación se hace desde una perspectiva humanista que su-
giere toda problemática penal como un asunto del mismo ser humano en socie-
dad, para evitar la creciente tendencia a creer que una cuestión jurídica es un 
tema de sistemática. Esta manera de abordar las cosas se justifica porque el sujeto 
del Derecho Penal, así como del Estado son los seres humanos ―en un caso, las 
conductas punibles; en el otro, la forma de gobernarlos― y, si es así, estamos 
hablando de ciudadanos entendidos no como parte del engranaje social ―lo que 
conlleva a significarlos como medios para lograr la finalidad del sistema―, sino 
como seres que además tienen su contexto y su particularidad, pues cuando se 
102 Touraine (1995) señala: “En cambio, allí donde el Estado y no la clase dirigente fue el principal agente de la 
modernización económica pero también del mantenimiento de las jerarquías sociales, como en los países latinos 
de Europa y así mismo en América Latina, la democracia siempre fue débil y a menudo la desbordó una acción 
propiamente política más o menos revolucionaria que daba prioridad a la toma de poder sobre la transformación de 
las relaciones sociales de producción” (p. 84). 







toman como medios, son válidas las abstracciones de cualquier teoría y su con-
siguiente aplicación. 
No ocurre lo mismo cuando hablamos en clave de seres humanos cuya vi-
vencia es la que le da sentido a una sociedad y, por ello mismo, las finalidades de 
una vida con seguridad, orden, legitimidad y demás caracteres jurídico-sociales 
están en la realidad del ciudadano y no en lo que se proponga el sistema. Expresa 
Russell (2005): 
La gente no siempre tiene en cuenta que en general la política, la economía y la 
organización social, pertenecen, no al dominio de los fines, sino al de los medios. 
Nuestros conceptos políticos y sociales propenden a lo que pudiéramos llamar la 
falacia del gobernante. Con esto aludo a la costumbre de considerar una sociedad 
como un todo sistemático, que se estima bueno si resulta grato contemplarlo como 
un modelo de orden, como un organismo acabado, de partes pulcramente encajadas 
las unas en las otras. Pero una sociedad no puede, o al menos no debe, existir para 
satisfacer una inspección externa, sino para proporcionar una vida agradable a los 
individuos que la componen. Y no es el conjunto, sino en los individuos donde ha 
de buscarse su valor definitivo. Una sociedad buena es un medio para que los que la 
componen gocen de una vida buena, y no una cosa que en sí misma posea una exce-
lencia especial (p. 115).
Las relaciones Estado-ciudadano no siempre son cordiales, porque el Estado 
como institución tiene unos fines muy distintos de los del ciudadano y no se pue-
de predicar la felicidad de una sociedad cuando el orden está muy lejos de aquello 
que el ciudadano desearía o debería tener satisfecho. Sin ir más lejos, un Estado 
social y democrático de Derecho no podría permitirse, por ejemplo, una cobertura 
escasa en el servicio de prestación de salud. 
Si esta relación se muestra como una falta de cubrimiento de necesidades 
primarias, un déficit en la vigencia de los derechos fundamentales, una carencia 
de acceso a los servicios públicos o, en general, aquello que debería cubrir un 
Estado de bienestar, entonces no es coherente tratar a un sujeto culpable cuando 
no se encuentra en situación de bienestar. Esto debe tener consecuencias en el 
juicio de culpabilidad, porque este se aplica, consciente o inconscientemente, en 
clave de ese estatus.
Ahora bien, las necesidades materiales, la desigualdad y la ausencia de ins-
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rechazo al imperio del Estado y tampoco derivar en la posibilidad de que el 
ciudadano desobedezca la normatividad estatal. Lo que se pone de presente es 
que al emitir un juicio de culpabilidad, se debe tener en cuenta lo exigible del 
comportamiento para el ciudadano, pero no como una categoría que funcione de 
igual modo para todos, sino que parte de observar cómo esas falencias generan 
desigualdad y, por lo mismo, modifican la exigibilidad para cada caso particular.
Así pues, la exigibilidad vista en un tiempo y un espacio definidos dentro del 
ámbito del ciudadano inmerso en el proceso penal será la que dote de contenido 
al juicio de culpabilidad y, al obrar de esta manera, corresponde a lo ordenado 
dentro de un Estado social y democrático de Derecho, es decir, reconocer las des-
igualdades no solo para reconocer derechos, sino también para distinguir la situa-
ción real del ciudadano y ponerla en contexto cuando sea penalmente enjuiciado.
Conclusión
El análisis permite señalar que, en la práctica, el principio de culpabilidad ha 
perdido vigencia a causa de las políticas de prevención e intimidación de nuestro 
tiempo. Ello ha supuesto la pérdida de la fuerza limitadora y esencial del prin-
cipio de culpabilidad en el momento de aplicar la pena. Por tanto, es un asunto 
urgente pensar acerca del contenido de este principio y su relevancia como base 
de legitimidad de la aplicación del ius puniendi estatal. 
En este sentido, es necesaria la práctica de los valores democráticos de bien-
estar, de dignidad y de derechos humanos para dotar de racionalidad la aplicación 
del ius puniendi estatal. El uso del concepto de exigibilidad como contenido del 
principio de culpabilidad surge como una categoría específica en cada caso y que 
sea de obligatorio examen para el juez penal, al tiempo que podrá ser el limitante 
del ius puniendi estatal. 
Esto se logra mientras se desarrolle en la vida diaria una determinada ética 
orientada hacia los valores democráticos. Una vez instalada y entendida como el 
modo de vida por y para todos los ciudadanos, que el mismo Estado se encarga de 
promocionar y aplicar, solo entonces puede legitimarse, en el plano de la realidad, 
el Estado social y democrático de Derecho en la aplicación del Derecho punitivo, 
o sea, en conminar a sus ciudadanos al respeto por la normatividad y en imponer 







sanciones para introducir la exigibilidad como un concepto válido y objeto de 
debate dentro del proceso penal.
